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CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Respuesta de fondo a la solicitud dentro del trámite de tutela genera un hecho superado, independientemente de que se acceda a lo pedido/ Imposibilidad de agregar planteamientos que fueron omitidos en el derecho de petición
“El Juzgado (…) declaró superado el hecho, pues si bien al momento de promoción del libelo no se había producido la respuesta del caso, sí se hizo efectiva con posterioridad, y de ello quedó prueba en el plenario. Decisión que dejó inconforme al accionante, al indicar que fue incompleta como quiera que se dejó de certificar el tiempo comprendido entre el 22 de diciembre de 1979 y el 31 de diciembre de 1984.

Sin embargo, el reproche que pone de relieve el impugnante escapa, en el caso concreto, a la protección invocada, ya que, de un lado, como se advirtiera con anterioridad, la respuesta que se emita con ocasión de determinada solicitud no debe estar forzada a un extremo favorable a los intereses del peticionario; y, del otro, ni en la solicitud (…), ni en otro anexo, se demostró siquiera sumariamente, que se requería la inclusión de ese preciso lapso del que ahora se hace gala y, por consiguiente, no podría cohonestarse el reclamo de ahora, pues, la queja en tal sentido deberá planteársele primero al mismo organismo que ha expedido las respectivas certificaciones, para que en tal escenario, como debe ser, se intente una solución.”
Citas: Corte Constitucional, sentencia T-001 de 2015.
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Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte accionante contra la sentencia del 17 de junio del presente año, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que Regulo Torres Peralta inició contra la Gobernación del Departamento de La Guajira-“Secretaría de Educación”. 
  



ANTECEDENTES
  



Acudió el demandante, por medio de apoderado judicial, en procura de la protección de su derecho fundamental de petición a este mecanismo de amparo constitucional, atendiendo a que la accionada no le ha resuelto en tiempo oportuno la solicitud que elevó, tendiente a la expedición de certificados de tiempos laborados en la Secretaría de Educación Departamental en formatos CLEP, así como los relacionados con los salarios devengados.




Pidió, por tanto, que se ordenara a la entidad pronunciamiento de fondo sobre el particular. 
 



El Juzgado de primer grado admitió el libelo frente a la Gobernación del Departamento de La Guajira y concedió el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. Intervino una profesional del área jurídica de la Secretaría de Educación, quien dio cuenta de que se brindó la repuesta del caso con destino al interesado, tanto por correo electrónico como físico, por lo que se configuró el hecho superado y reclamó, por tanto, negar la pretensión.
   



Vino la sentencia que, efectivamente, declaró superada la situación, como quiera que quedó demostrada la contestación y su entrega, junto con los anexos respectivos, al actor. Esa decisión dejó inconforme al demandante, quien la impugnó en atención a que no se certificó realmente todo el tiempo laborado, como quiera que se dejó al margen el periodo comprendido entre el 22 de diciembre de 1979 y el 31 de diciembre de 1984.
CONSIDERACIONES

Sea lo primero advertir que si bien se promovió la acción contra la Secretaría de Educación Departamental de La Guajira, no fue citada al asunto, lo que podría generar una irregularidad digna de sanear; y ello en verdad ocurrió, dado que intervino en el trámite sin expresar inconformidad alguna, al contrario, para remediar la vulneración denunciada, con lo que se entiende superado ese escollo. 
Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

En este caso, Régulo Torres Peralta, hace valer el derecho fundamental de petición, cuyo núcleo esencial consiste en que las autoridades, o algunos particulares, respondan en tiempo y de manera concreta y exacta sobre lo que se les reclama; positiva o negativamente, pero en forma clara y completa, si bien no es posible por este medio imponer el sentido de la decisión que la autoridad deba adoptar; y, adicional a ello, que cumplan el deber de enterar al solicitante de la respuesta que se le brinda, pues, de lo contrario ningún efecto produciría.

  



Ha recordado la Corte Constitucional
, que:

En síntesis, la Corte ha concluido que la respuesta al derecho de petición debe cumplir con ciertas condiciones: (i) oportunidad
; (ii) debe resolverse de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado
; y (iii) ser puesta en conocimiento del peticionario
, so pena de incurrir en la violación de este derecho fundamental.

3.1.5. Con base en lo anterior, se concluye que es un criterio reiterado por la jurisprudencia constitucional que el incumplimiento de alguno de los requisitos mencionados conlleva a la vulneración del derecho de petición, pues impide al ciudadano obtener respuesta efectiva y de fondo al requerimiento que presentó ante la entidad, que en la mayoría de los casos –vale la pena recordarlo- busca hacer efectivo otro derecho ya sea de rango legal o constitucional.
  



El Juzgado, se dijo, declaró superado el hecho, pues si bien al momento de promoción del libelo no se había producido la respuesta del caso, sí se hizo efectiva con posterioridad, y de ello quedó prueba en el plenario. Decisión que dejó inconforme al accionante, al indicar que fue incompleta como quiera que se dejó de certificar el tiempo comprendido entre el 22 de diciembre de 1979 y el 31 de diciembre de 1984.
   



Sin embargo, el reproche que pone de relieve el impugnante escapa, en el caso concreto, a la protección invocada, ya que, de un lado, como se advirtiera con anterioridad, la respuesta que se emita con ocasión de determinada solicitud no debe estar forzada a un extremo favorable a los intereses del peticionario; y, del otro, ni en la solicitud (f.5, c.1), ni en otro anexo, se demostró siquiera sumariamente, que se requería la inclusión de ese preciso lapso del que ahora se hace gala y, por consiguiente, no podría cohonestarse el reclamo de ahora, pues, la queja en tal sentido deberá planteársele primero al mismo organismo que ha expedido las respectivas certificaciones, para que en tal escenario, como debe ser, se intente una solución.
 



Se insiste, si la solicitud carece de un requerimiento expreso en relación con el espacio temporal que solo en este momento se precisa, no hay de dónde colegir la amenaza o trasgresión que estima el accionante que aún persiste. 

  



De tal manera que la sentencia debe confirmarse.

 



DECISIÓN  

  



Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 17 de junio del presente año, por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que Regulo Torres Peralta inició contra la Gobernación del Departamento de La Guajira-“Secretaría de Educación”. 

  



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 
    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, si no es impugnada.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                DUBERNEY GRISALES HERRERA   
  







� 	Sentencia T-.001 de 2015


� 	Sobre la oportunidad, por regla general, se aplica lo dispuesto en el Código Contencioso Administrativo que establece que en el caso de peticiones de carácter particular la Administración tiene un plazo de 15 días para responder, salvo que por la naturaleza del asunto se requiera un tiempo mayor para resolver, caso en el cual la Administración tiene la carga de informar al peticionario dentro del término de los 15 días, cuánto le tomará resolver el asunto y el plazo que necesita para hacerlo. 


� 	En la sentencia T- 400 de 2008 respecto a la necesidad de una respuesta de fondo, la Corte reiteró que “[l]a respuesta de la Administración debe resolver el asunto, no admitiéndose en consecuencia respuestas evasivas, o la simple afirmación de que el asunto se encuentra en revisión o en trámite”. 


� 	Corte Constitucional, Sentencia T-400 de 2008.





